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ASUNTO: Amparo promovido por

l-a "Confederación Sindical de

Comisió Obrera" de Cataluña.

SOBRE: Impugnación de Ia

orden de 2 de abr i l  de 1987

de Ia Consejer la  de Sanidad

de la General- i tat de Cataluña

sobre serv i -c ios esencia les

con ocasión de una huelga y

Sentencias de la Sala de 1o

Contenci-oso-Administrativo de

la Audiencia Terri tori-al de

Barcelona y de la  Sala 5a del

Tribunal Supremo.

La Sección ha examinado eI recurso interpuesto por la

"Confederación Si-ndical de Comisió Obrera" de Cataluña.

I . -  ANTECEDENTES

Primero.- Doña Isabel Cañedo Vega, €rI nombre y repre-

sent,ación de la "Confederación Sindical de Comisió Obrera " de

Cat .a luña in terpone,  con fecha t7  de abr i l  de L989,  recurso de
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amparo frente a Ia Orden de Ia Consejerfa de Sanidad de Ia

Generali t ,at de Cataluña de 2 de abri l  de L987, sobre servlcios

esencia les de as is tenc ia sani tar ia  en re lac ión con una huelga,
y Sentencias de Ia SaIa de 1o Cont,encioso-administrativo de Ia

Audiencia Terri torial de Barcelona de 22 de septiembre de t987

y de l -a  Sala 5a del  TS de 13 de febrero de 1989.  Invoca e l -  ar t .

28 .2  de  l a  Cons t l t uc ión .

Sequ4do.-  La demanda se basa,  er r  s fntes is ,  €o los s i -

guÍentes antecedentes :

a)  La Federac ión de Trabajadores de la  Salud de CC.OO.

de Cataluña convocó una huelga de todo eI personal de l-os cen-

tros hospitalarios y de atención primaria de dependientes del

Insti t ,uto Catalán de Ia Salud para los dfas 8, 9 y 10 de abri l

de L987,  d ic tándose Ia Orden de 1as Consejer fas de Salud y  Se-

guridad Social y de Trabajo de la General- l tat de 2 de abri l  de

L987,  €r r  Ia  que,  t ras mencionar  que Jas par tes no habfan l lega-

do a un acuerdo sobre los servicios mfnimos a cubrir y que ha-

blan sido consul-tadas antes de emanar 1a citada orden

(c i rcunst ,anc j -as que n iega tuv ieran lugar  CC.OO),  s€ f i jan los

servicios mfnimos que deben cubrirse mediante remislón a otra

d isposic ión - la  Orden de 26 de mayo de 1986-  referente a una

huelga de facultat ivos del citado Insti tuto que tuvo lugar en

ese  año .

b) Frente a la citada Orden se lnterpuso por el referi-

do Sindicato,  a l  amparo de la  Ley 62/78,  recurso contencioso-

adrninistrativo ante Ia Audiencia Terri torial de Barcel-ona, que

por Sent,encia de la Sala correspondiente de 22 de septiembre de

1987 fue desest imado.

c) Interpuesto frente a la anterj-or recurso en grado de

apelación ante eI TS, fue igualmente desestimado por la Senten-

c la de la  SaIa 5a de 13 de febrero de 1-989.
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Tercero. -  Frente a la  Orden mencionada,  asf  como las

Sentencias de Ia  Audiencia Terr i tor ia l  y  de l  TS,se in terpone

recurso de amparo por presunta vufneraclón de1 art. 28.2 de Ia

Constitución, con la srlpl ica de que se declare su nulidad por

considerarlas lesj-vas y violadoras del derecho fundament,al de

huelga.

Estj-ma el Sindicato recurrente que Ia Orden de 2 de

abri l  de 1987 viola el derecho fundamental de huelga por las

s igu ientes razones:  a)  a l -  carecer  de la  necesar ia

fundamentac j -ón y  just i f icac ión objet iva,  pues,  a  ju ic io  de

CC.oo. ,  s igu iendo la  doct r ina const i tuc ional  a l  respecto,  €1

deber de motivación serio y r iguroso, que es un requisito esen-

cj-a1 para la determinación del nivel de actividad que debe man-

tenerse durante la huelga, no ha exist ido en el supuesto ahora

enjuiciado, pues Ia Orden se l imit,a simplemente a una remisión

de los motivos y fundamentos manejados para Ia f i jación de los

servicios mfnimos con ocasión de una huelga desarrol lada ante-

riormente en el mlsmo ámbito, pero convocada por sujetos dis-

t intos, con un alcance diferente y con extensión a un personal

d i ferenciado;  b)  a l  carecer  de l  requis i to  de neutra l idad e im-

parc ia l idad en 1a f i jac ión de los serv ic ios mln imos,  yd Qü€,

segúrn CC.OO, la Orderr impugnada present,a una apariencia de neu-

tral idad en Ia f l jación de los servicios mfnimos, siendo gue no

hubo intento de' pactarlos; no se concretó con el Sindicato

convocante sobre su determinación, con eI agravante de que sf

fue consultado eI Insti tuto Catalán de 1a Salud, eu€ era una

part,e afectada por la huelga; fue desofda la oferta de negocia-

c ión a l  respecto hecha por  CC.OO.;  y  no se negoció l -a  des igna-

c ión de los t rabajadores que habfan de cubr i r  ta les serv ic ios,

que fueron designados por 1a dirección de l-os centros.

A juic io del  recurrente,  las resol-uciones judic ia les

impugnadas, que desestiman los recursos j-nterpuestos, inter-

pretan erróneament,e la j urisprudencia del- Tribunal

Const i tucional  sobre Ia mater ia,  de 1o que se inf iere Ia lesión

del derecho fundamental- de huelga invocado en la demanda,

x
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desoyendo además las recomendaciones del Conité de Libertad

Sindical de la OIT aI respecto. Ent, iende asf que Ia Sentencia

del TS de L3 de febrero de 1989 viene a reconocer la omnfmoda

facultad de la autoridad gubernat, iva para realizar

unilat,eralmente el acto de restr icción del derecho de huelga,

variando la doctrina jurisprudencial sobre Ia materia y lesio-

nando, For tanto, €1 derecho fundamental invocado.

Cuarto.- Mediante providencia de 18 de septlembre de

L989, 1a Sección concedió a la sol icitante en amparo y al Mi-

nisterio Fj-scal un plazo comútn de diez dfas al objeto de que

aleguen 1o que estimen oportuno sobre la posible concurrencia

de la  causa de inadmis ib i ] - idad prev is ta en eI  ar t , .  50.1- .c)  de

Ia LOTC, For carecer manif iestamente Ia demanda de contenj-do

que just, i f ique una decislón sobre el fondo, requir iendo también

a Ia act,ora para que presente copia de Ia Orden de 2 de abrl l

de 198? recurrida y de 1a Sentencia de la SaIa de 1o Conten-

cioso Administrativo de Ia Audi-encia Terri torial de Barcelona

de 22 de septiembre de L987, asf como que acredite

fehaci-entemente la fecha de notif icación de la Sentencia del TS

de  l -3  de  feb re ro  de  f989 .

La representación de la recurrente,  a l  escr i to deposl-

tado en eI 'Juzgado de Guardia el 6 de octubre de 1989, acompaña

copia de la Orden y de Ia Sentencia mencj-onadas, alegando, res-

pec to  de  Ia  causa de  inadmis ión  de l  a r t , .  50 .1 .c ) ,  que la  p r ime-

ra adolece de graves defectos de carácter material y formal que

provocan una vulneración directa del derecho de huelga, insis-

tiendo, como 1o hacla en la demanda, €rI la ausencia de neutra-

l idad e imparcialidad a la hora de fi jar los servicios mfnj-mos

por parte de Ia autoridad gubernativa.

El  Fiscal  ante eI  Tr i -bunar const i tucional ,  en su escr i -

t,o de 6 de octubre de 1989, después de advertir que su valora-

ción sobre la cuestión planteada en la demanda se hace sobre la

sentencia de apelación, al no disponer de más datos, concluye

que no faltó la causalización que aduce la recurrente,
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señalando, a su vez, eu€ Ia audiencia previa de los trabajado-

res para Ia f i jación de los servicios mfnlmos no es una exigen-

cia fegal y su falta no es lesiva deI derecho fundamental re-

conocido en eI  ar t , .  28.2 CE;  por  Io  que so l ic i ta  la  lnadmis ión

a trámite de l-a demanda.

II.  - FUNDAwIENTOS ,IURIDICOS

Prlmero.- Si la notif icación de la Sentencia impugnada

tuvo lugar eI dfa 22 de marzo, como aparece en ef texto que se

acompaña con las alegaciones, el- recurso de anparo se habrla

lnt,erpuesto fuera de plazo, pues la demanda se registró en est,e

Tr ibunal  e l  L7 de abr i l  de 1-989,  concurr iendo,  For  tanto,  la

causa de inadmisión advert i-da en su dfa.

Sequndo.- Además, procede comprobar también ahora l-a

carencia de contenido constitucional de }a demanda, causa de

inadmisión puesta de rel ieve en nuestra providencia de 28 de

sept iembre de L989.

De l-os ant,ecedent,es de1 presente recurso y de las aIe-

gaciones cont,enidas en Ia demanda se infiere que el núcleo de

discusión con relevancia constitucional es eI de si la Ord.en de

2 de abril de 1"987 de 1a Conse j erla de Sanidad de Ia

Generalitat de Cataluña, For la que se garantizan los servlcios

esenciales de asistencia sani tar ia,  lesiona el  derecho funda-

menüa1 de huelga de los trabajadores al no ajustarse a las exi-
gencias eue, de acuerdo con la jur isprudencia const i tucional ,

deben estar presenües en orden a 1a cobertura de los servicios

mfnimos durante Ia referida huelga. Para eI Sindicato recurren-

te,  como se ha vísto,  la orden carece de Ia necesar ia

fundamentación y justif icación, a fa vez que incumple el requi-

sito de la neut,ralidad e imparcialidad en la fi jación de los

servicios mlnimos durante Ia huelga, 10 que supone una lesión

de este derecho fundamental, que es extensible igualmente a

las resoluciones judic ia les impugnadas, las cuales no
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procedieron a su reparación. Pues bien, uR anáI j -s is de la refe-

r ida Orden, asf  como de las resoLuciones judic ia les habidas a

l-a v1sta, Lodo eLlo, de la doctrina de este Tribunal- sobre Ia

fi jación de servicios mfnÍmos a cubrir en supuestos de huelgas

declaradas en servj-cios esencial-es para la Comunid.ad
(especialmente de Ia STC 27 /eg, d€ 3 de febrero) permiten dedu-

cir la ausencia de Ia lesi-ón constitucional mencionada.

De la  lectura de 1a Orden de 2 de abr i l  de 1987,  asf

como de Ia Sentencla del TS lmpugnada, se desprende que 1a pri-

mera reúne las exigencias legales y constitucionales como para

que no se pueda tachar de inconstitucional .  En ef ect,o, segtln

eI TS Ia Orden ha sido dictada por 1a autoridad gubernativa,

que puede hacerlo unilateralmente, pues 1a negociación no es un

requisito indispensable, y además no carece de fundamentación

para eI establecimj-ent,o de los servj-cios mfnimos que deban ser

atendidos aunque se remita a otra Orden de 26 de mayo de 1986,

pues en el expediente remitido se acompaña un documento a modo

de Informe Técnico Sanitario de los servicios mfnimos a cubrir

en caso de huelga en eI que constan cuáles deben mant,enerse,

t,anto por el personal facultat ivo hospitalario, €1 de 1os Cen-

tros de asistencia Primaria , asf como e1 no facultat, ivo y de

limpieza y mantenimlento y de enfermerfa, con amplj-os detal les

en cuanto a las personas mencionadas y las funciones a desarro-

I lar .  La cober tura de estas ex igencias,  en s in tonfa con Ia  ju-

r j-sprudencia del TC, insiste el TS, hacen que el- recurso de

CC.OO. deba ser  desest imado,  entendiendo,  a la  post , re ,  eüe no

se habfa lesionado el derecho de huelga.

En efecto, la'  Orden de 2 de abri l  de 1987 reúne Jas

exigencj-as que toda medida de estas caracterfst icas está obli-

gada a observar, €fr part icular: su f inal idad es asegurar el

mantenimient,o de un servicio esencj-al para la comunidad como es

Ia asistencia sanitaria, y ha sido dictada por la autoridad gu-

bernat iva (Consejer fa  competente de la  Genera l i ta t ) .
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Tercero.- El Sindicat,o demandante insiste en que falta

Ia exlgencia de fundamentación y justif icación objetiva porque

la Orden contiene una remisión implfcita a los motj-vos y funda-

mentos consignados para la fi jación de servicj-os mfnimos con

ocasión de una huelga distinta desarrollada en eI mismo ámbito
(1a del-  personal  facul tat ivo),  s iendo que la declarada ahora

afecta al personal de los centros hospitalarios y de atención

primarla dependÍentes del Instituto Catalán de Ia Salud. La

fal ta de mot ivación conl leva, a la vez,  segt ln CC.OO.,  que Ia

determlnación del- nivel de asistencia sea determinado por Ia

propia Institución en Ia que se declara la huelga. Sin embargo,

se comprueba, y ésf 1o reconoce eI TS, gue, aungue 1a Orden im-

pugnada remit ió,  €n ef  ecto,  a otra de 1986, QrI  ésta { t l t ima

exist fa una ident i f icación clara entre un personal  y otro,  asl

como de las funciones a asumir por cada uno en el supuesto de

huelga, con mención expresa al- personal afectado por la que se

habfa  dec la rado los  d fas  8 ,  9  y  10  de  abr i l  de  t987.  Es to  €s ,

l-a motivación viene claramente incorporada a esa Orden cuya

efectividad arranca de la ahora impugnada. A la postre, queda-

rlan claros los servicios que habrfa que atender en esa concre-

t .a huelga, s in que su puesta en práct ica,  una vez concretados,
por 1a propia Institución afectada por Ia huelga sea un obstá-

culo que impida reconocer su adecuación constitucional. pues

el lo no signi f ica que se hubiera delegado la f i jación de los

servicios mfnimos, como reconoce Ia doctrina del TC al- respec-

to. En definit iva, Ia orden cumplfa con Ia necesaria motiva-

ción, atendiendo a las circunstancias concretas de la huelga en

cuest ión.

La segunda imputación del Sindicato recurrente consiste

en que la Orden vulnera ef derecho de huelga porque carece del

requisito de neutralidad e imparcialidad en Ia fi jación de los

servic ios.  Para Cc.OO.,  no hubo intento de pactar los servic ios

mlnimos, oo se consultó con eI Sindicato convocante, no fue

aceptada }a oferta de negociación y no se negoció la designa-

ción de los trabajadores que habrlan de cubrir l-os servicios.

S1n embargo, estas af i rmaciones, €o e} presente caso, r IO pueden
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tener  e l  a lcance y s ign i f icac ión const i tuc ional  que e l  S indica-

to recurrente pretende darles. Es posible que tuvieran lugar

esas clrcunst,ancias, pero arln asf Ia Orden adoptada no debe ser

t,achada de falta de neutral idad e imparcial idad. Como recuerda

la Sentencia del TS lmpugnada, el TC ha reconocido que la auto-

ridad gubernatlva ha de atender a 1as ofertas de mantenimiento

o preservación de los servicios mlnimos, sin que Ia propia ne-

gociac ión esté exc lu ida,  pero e l lo  no es requis j - to  ind ispensa-

b1e para Ia val idez de la decisión administrativa desde el p1a-

no constitucional. Aun cuando Ia autoridad gubernativa no haya

consultado al Sindicato convocante, por tanto, eIIo no quiere

decir que }a Orden no sea neutral e imparclal, sin que esa au-

sencia genere, por tanto, la inconstitucionalidad de Ia medida.

Las consecuencias que de la referida exigencia extrae el Sindi-

cato recurrent,e en su demanda derivan, pues, de una int.erpreta-

c ión par t icu lar  que no es necesar iamente 1a única.

Por r1lt, imo, Ias referencias a la normativa de l-a OIT y

a las decisiones del Comité de Libertad Sindical, pueden servir

como refuerzo de 1a argumentación del Sindicato recurrente,

pero de el las no se inf iere necesariamente 1o que se pret,ende

en Ia demanda, pues únlcamente se insta por el citado Comité

para que tenga l-ugar una fase de consulta con Ios representan-

tes de l-os trabajadores antes de determinar los servj-cios mlni-

mos, posibi l idad que el- mismo Tribunal Constit ,ucional tanbién

aconseja,  pero cuya ausencia,  For  lo  d icho,  no a lcanza hasta e l

punto de Ímplicar Ia lesión del derecho fundamental.

En virtud de 1o expuesto, la Sección acuerda la

inadmisión del recurso y eI archivo de l-as actuaciones.

Madrid inta de octubre de mil novecientos ochenta y


